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 Resumen.

El derecho a la vida no sólo involucra el freno a la actividad estatal arbitraria mediante una omisión 
traducida en el respeto. Por el contrario, Involucra la concreción de condiciones y la toma de medidas 
enfocadas a hacer que el hecho de vivir sea digno. Salud, educación, vivienda y alimentación 
son fundamentales para lo anterior. El migrante irregular sufre una vulneración mani esta de este 
derecho humano, tanto en su país de origen como en el de recepción. Aquí se ofrece un análisis en 
torno a lo anterior.

Palabras clave: derecho a la vida, derechos sociales, migrante, condiciones mínimas.

 Abstract.

The right to life involves not only curb arbitrary state action by omission, understood as respect. On 
the contrary, it involves the realization of conditions among measures aimed to making worthy the 
act of living. Health, education, housing and food are key for the latter. The irregular migrant suffers 
a gross infringement of this human right,  both in their country of origin and in the reception one. 
Here is an analysis about this.
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La compleja vida de un migrante, su visión como derecho humano

NOTA INTRODUCTORIA.

La teoría generacional de Vasak, aporta una metodología para comprender los derechos humanos.298 
Su visión, atomiza conjuntos de derechos que desde una perspectiva histórica han respondido 
a concepciones diversas del mismo objeto. En la primera de estas generaciones  se encuentra 
indefectiblemente el derecho a la vida, tomado en general por los teóricos como un derecho 
civil que construyó, jurídicamente, una zona de protección en torno al ser humano impidiendo la 
intromisión del Estado en su bien más inmediato y necesario; de ahí que en la actualidad tratados 
internacionales y constituciones a lo largo del mundo observen en este último un valladar contra el 
que la acción estatal encuentra límite.299

Esto alcanza un grado tal de importancia que la garantía del derecho a la vida constituye el 
requisito previo para el goce de todo el universo restante de derechos.300 Su protección y desarrollo 
jurídico representa la protección del individuo, misma que indudablemente se extiende al colectivo. 
Tanto derechos políticos, como económicos, sociales y culturales  requieren de la conservación 
y protección de la vida (como evento biológico) para ser realizables en cualquier contexto. Sin 
embargo, siguiendo a la Comisión Interamericana,301 se a rma que este derecho no sólo constituye 
la prohibición de la terminación de la vida, por un acto arbitrario; sino que su contenido es más 
profundo y amplio; especí camente cuando se interpreta a la luz de varios principios tales como de 
dignidad, no discriminación, interdependencia y universalidad.

No se pretende llevar a cabo aquí la construcción de un edi cio teórico, mucho menos dogmático, 
aunque si plenamente analítico. Se a rma que el derecho a la vida involucra componentes de tipo 
social y económico en virtud de que su garantía no sólo involucra una omisión estatal (no tomar la 
vida arbitrariamente) sino una proactividad mani esta de su parte.302 Esto no conlleva a rmar su 
negación como derecho civil; pues dicha división obedece a “un origen esencialmente histórico”.303 
Se a rma que existe pues, una fundamental incardinación entre todos los contenidos del universo 
de derechos, mismos que deben comprenderse como conditio sine qua non para lograr su garantía 
conjunta. 

Ante tal panorama, el derecho a la vida es analizado aquí en relación a un sujeto y a través de un 
lente especí co: El primero es el migrante, especialmente aquel que inicia el movimiento por causa 
de la pobreza y no encuentra garantía a sus derechos humanos. Se a rma desde este inicio que 
dicho sujeto sufre una violación mani esta a su derecho a la vida, en las líneas subsecuentes se 
ampliará el contenido de esta hipótesis. Lo segundo es considerar este derecho como uno amplio 
con un fuerte contenido social y económico.  Esta diferencia con la consideración clásica de su 
carácter civil cambia por todo las estrategias de su garantía, lo que trasciende a la arena jurídico-
política.

NUESTRO SUJETO DE ESTUDIO, EL MIGRANTE.

298  PEREZ  LUÑO (1991): 204 y 205; y CANÇADO TRINDADE (1992): 44.
299  RUIZ MIGUEL (1994): 105
300  En sus Sentencias, v.g., en los casos de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y Otros, 1999), 
Bulacio (2003), Juan Humberto Sánchez (2003), Myrna Mack Chang (2003), Instituto de Reeducación del 
Menor (2004), 19 Comerciantes (2004), Huilca Tecse (2005).
301  COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS (2001): párr. 17.
302  CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS (1999): párrs 95 y ss.
303  NIKKEN (1994): 230.
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Según la Organización Mundial de las Migraciones,304 en 2010, poco más del tres por ciento de la 
población mundial es migrante. Esto se traduce en aproximadamente doscientos catorce millones 
de personas fuera de su lugar de origen; es decir la población completa de Pakistán, el cuarto país 
más poblado del mundo, o el equivalente a casi cinco veces la población total de España. 

El movimiento de esta cantidad inmensa de seres humanos obedece a una dinámica global, 
tanto económica como política, no tendente a la seguridad305 y al desarrollo humanos,306 sino a la 
seguridad internacional y al desarrollo económico. Justamente, uno de los motivos más patentes, y 
de efectos más notorios, en la movilidad es la pobreza como muestra de exclusión social.307

Ella es un detonador del movimiento en condiciones de franca vulnerabilidad pues orilla al migrante 
a salir bajo un status de irregularidad migratoria, hecho que incide en el goce de sus derechos 
humanos. Debido a la falta de satisfacción de derechos humanos para las personas, en sus países 
de origen o residencia, se genera un contexto agresivo y difícil de remontar. Con lo anterior, los 
escenarios que idealmente tendrían que con gurarse para elegir un plan de vida, se estrechan a 
un grado tal que, generalmente, no queda más que iniciar la partida. La movilidad humana a causa 
de la pobreza es forzosa.308 

Este movimiento forzoso entraña elementos económicos y políticos. Los económicos no sólo 
responden a la obtención de un aumento en los ingresos personales o familiares sino a dinámicas 
macroeconómicas en las que in uye el andamiaje internacional controlado por un grupo particular 
de economías poderosas. En cuanto a los políticos, tenemos un mundo dividido en dos bloques: 
países expulsores y receptores; los primeros, considerados como de periferia,309 poseen fallas 
estructurales, su desarrollo no es comparable cuantitativamente al de los países desarrollados 
y sufren falta de gobernabilidad; sus sistemas políticos aún cuando democráticos310 en muchos 
casos, no garantizan estabilidad en sede doméstica, lo que trasciende a su política internacional 
en tanto que internamente su población experimenta problemáticas sociales. En pocas palabras no 
garantizan derechos humanos a su población, por tanto un porcentaje inicia el periplo en el ánimo 
de encontrar un mejor presente.

Los segundos, generalmente adheridos al neoliberalismo, a rman la validez de la democracia y 
el respeto a los derechos humanos311, la globalización y el libre mercado como columnas torales 
de sus sistemas políticos y económicos. Sin embargo, el neoliberalismo promueve la atomización 
de la riqueza y da paso subrepticio a ujos migratorios irregulares por la exigencia exacerbada 
de mano de obra barata; aunado a lo anterior su concepción de los derechos humanos se apega 
al republicanismo y al liberalismo clásico por cuanto hace al individuo como vindicación frente al 
colectivo; además de que sus políticas “establecen recortes presupuestarios a todo aquello que 
implique gasto social”312, por lo que ante todo, para ellos, los derechos humanos son sinónimo de 
libertades civiles, no de derechos sociales. 

En este contexto, en donde ninguno de los dos polos de la movilidad (país expulsor, país receptor) 
provee garantía a los derechos humanos del migrante, resulta pues que la migración en condiciones 
de pobreza es, sin ambages, una manifestación de la exclusión estructural provocada por el modelo 
económico imperante que ha agudizado la polarización social a nivel global y local e incide, funesta, 

304  ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LAS MIGRACIONES (2012): 21. 
305  UNITED NATIONS (2012): parrs. 21 y 22. 
306  AVIÑA (2007): 35 y 36.
307  DOWER (1995): 125; ZUÑIGA (2009): 22 y 23; RUIZ (2003): 75.
308  SUTCLIFFE (2008): 100 y ss y GZESH, Susan, (2008)Ñ 134.
309  AGUILÓ BONET, (2008): pp 154 
310  FLEURY (2004): 66 y 67 
311  SOLANES CORELLA (2002): 89 y ss 
312  BAUTISTA (2008): 15.
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en el elemento humano.313 

Lo anterior resulta palmario en la medida en la que se observa que los países con mayores 
índices de pobreza y atraso social son expulsores de sus poblaciones; mismas que son recibidas, 
generalmente, por países altamente industrializados donde sus condiciones de vida no mejoran con 
el movimiento.314 A esto hay que sumar que su rol social en las últimas les deslegitima y segrega 
por ser considerados perjudiciales para su dinámica315, no sólo como un elemento identitario ajeno, 
corruptor del ideario colectivo, sino en cuanto a la afectación que supuestamente produce su 
presencia en la capacidad estatal para satisfacer las necesidades colectivas, aunque esto no sea 
verdad316 necesariamente. 

Su presencia se lee como un obstáculo para el desarrollo317 y, a través de políticas públicas y 
cuerpos normativos (sistema jurídico-político) discriminatorios se pretende eliminar su inclusión en 
el colectivo, especí camente utilizando la gura de la ciudadanía y el status migratorio regular como 
membrecía para gozar de los anteriores,318 en el plano práctico, y como justi cación a la xenofobia, 
en el discurso.319 

Con base en esto último es posible observar que la salida del migrante responde a la necesidad de 
mejorar su nivel de vida y que la llegada al país receptor no reporta un mejoramiento sustancial en 
ella, debido a que no se facilita su inclusión, sino antes al contrario se promueve su defenestración, 
con lo que se pretende provocar su salida. Esto representa violaciones sistemáticas y deliberadas 
contra derechos humanos.

Es así que el migrante pareciera situarse en una “tierra de nadie” donde es carne de cañón para 
dos trincheras, por un lado su Estado de origen o residencia no le ha brindado las garantías 
mínimas ni satisfecho sus necesidades más ingentes para construir una vida digna en él, forzando 
el movimiento; en tanto que el receptor escurre su dosis de responsabilidad al respecto a rmando 
que únicamente tiene obligación de proveer servicios y garantías a quienes el sistema jurídico-
político le permite.

MIGRACION Y CIUDADANÍA

Este limbo, (Tierra de nadie) amén de ser un término conmovedor, es un cali cativo real para 
explicar el status del migrante irregular en los países de recepción. Surge a partir de una concepción 
bien arraigada en la gran mayoría de los sistemas políticos del mundo, con independencia de su 
orientación ideológica: la soberanía en sentido fuerte.320 La ciudadanía como sinónimo de la fuerza 
estatal “que tiene como principio inspirador y de funcionamiento la negación de buena parte de los 
derechos a los no ciudadanos”.321

En las esferas jurídica y política, respectivamente, ella se convierte en un mecanismo para limitar 
el acceso a derechos humanos en un territorio políticamente de nido. Desde esta perspectiva, se 
deriva la atribución estatal, soberana, “de decidir y de nir quien es nacional y quien es extranjero  

313  COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS (2011).
314  TARAN y GERONIMI (2010): 207
315  CASTILLO (2010): 277.
316  NOWRASTEH (2012) en las antípodas de lo anterior: CAMAROTA y ZEIGLER (2012). 
317  Es una cuestión más ideológica, “por lo demás, aunque el coste de los derechos sociales de 
prestación pueda ser comparativamente alto, en particular por la expansividad de su demanda, el argumento 
del límite de los recursos no siempre apela una imposibilidad fáctica sino que a veces presupone un criterio 
ideológico sobre cuánto y en qué es apropiado invertir o gastar” RUIZ MIGUEL (1994): 660.
318  CARBONELL (2005): 25.
319  SANDOVAL (2005): 184 y ss.
320 CASTILLO (2010): 210; BUSTAMANTE (2002a): 325 y BUSTAMANTE (2002b): 120 y 121.
321  SOLANES CORELLA (2002): 106.

Imanol de la Flor



100

esto implica un derecho correlato que privilegia a los nacionales respecto a los extranjeros”. 322

Visto así el «ciudadano» es lo contrario de extranjero; y para el caso concreto de estudio, por 
ciudadanía se entiende pertenencia a un Estado” es decir la construcción simbólica de una “una 
membrecía exclusiva” que involucra una asimetría en el ejercicio de derechos humanos. Resulta 
conducente remarcar lo dicho al respecto, en los albores de la posguerra por T. H. Marshall quien 
a rmo -desde la vera del Estado de bienestar- que la “citizenship is a status bestowed on those 
who are full member of a community”. Así, “lejos de presentarse como un principio universalista, 
usualmente funciona como cláusula de cierre de la comunidad política”. 

Ahora bien, lo anterior se ha traducido en ponderar la valía del ciudadano sobre la del extranjero 
en el ejercicio de derechos. Así, siguiendo a Marshall, ésta, constituida por tres vertientes (la civil, 
la política y la social) a rma niveles de obligación por parte del Estado con relación al elemento 
humano en sus fronteras, dependiendo del status que este goce. De tal modo, el Estado se 
encuentra obligado con su comunidad (se privilegia el status civitatis sobre el personae) a una 
satisfacción máxima en el marco de una sociedad democrática y de bienestar (wellfare); en tanto 
que con el extranjero únicamente conserva parámetros básicos, ni siquiera cercanos a los que 
propone Marshall. 

Valga decir que para las democracias liberales (tanto en los países desarrollados –receptores- como 
subdesarrollados –expulsores) los derechos civiles son de carácter universal e inalienable; por tanto 
en el discurso político se a rma a voz amplia que su ejercicio se extiende a toda la familia humana; 
esto se debe a que para los regímenes de  este calado dichos derechos son un “modo particular 
de relación entre Estado y ciudadanos… siendo una condensación de relaciones de poder… En 
esta concepción, los derechos se identi carían con los mecanismos de representación”323, por tanto 
son útiles para legitimar al gobierno, amén de que su instrumentación no requiere un despliegue 
amplísimo de recursos económicos o de actividad estatal. 

Sin embargo, los de tipo social se encuentran –incluso para la comunidad– supeditados a elementos 
contingentes (económicos) en su garantía; es decir, como derechos positivos conllevan un costo alto 
para su articulación a través de políticas públicas; así la maquinaria estatal requiere de movimiento 
continuo para su dación; de ahí que únicamente sean los ciudadanos aquellos que legítimamente 
posean el derecho a su ejercicio, en tanto el extranjero, diferenciado de la comunidad en la que se 
encuentra, inserto por azar de la pobreza, no posee garantía. Así pues, la exclusión que articula la 
“ciudadanía” se ve exacerbada por la pobreza como un ingrediente que brinda nuevos matices a la 
discriminación sufrida por el migrante. 

El discurso del derecho internacional del derechos humanos se sostiene a contrapelo de esta visión 
diferenciadora; a rmando el principio de universalidad, junto con el de interdependencia; según los 
cuales la totalidad de la familia humana debe gozar de la garantía de todos los derechos humanos 
sin distinguir entre unos u otros pues sus contenidos se encuentran vinculados y no hay jerarquías 
entre ellos. Así pues un migrante goza de derechos civiles y sociales.324 

Sin embargo, como más adelante se observará, en el discurso político, que trasciende a la arena 
jurídica y se imbrica a ella, el derecho a la vida se encuentra entre el catálogo de los de corte civil, 
que según los países receptores no reporta la necesidad de una participación activa del estado 
para su garantía; por el contrario requiere de su omisión mani esta. Así pues, los de corte social se 
encuentran francamente limitados y se es de la idea de que lo anterior vulnera de forma sistemática 
y abierta el derecho a la vida por sus componentes sociales; es decir no es viable pensar que el 
respeto (como obligación negativa) del derecho a la vida se realice únicamente evitando una acción 

322  BUSTAMANTE (2002b): 127.
323  FLEURY (2004): 69
324  La Convención Internacional para la protección de Todos los Trabajadores Migratorios y sus 
familiares, contiene dos catálogos de derechos, uno para la totalidad de los migrantes y un segundo 
encausado para aquellos que han ingresado al territorio del Estado receptor con su permiso.
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que provoque el n del evento biológico, lo anterior es realizar una interpretación reducida de este 
derecho en contra de la persona humana.

Por el contrario el derecho a la vida requiere de la garantía de prestaciones y servicios por parte del 
Estado que orienten al ser humano a su máximo desarrollo vital como ser ubicado en un contexto 
social e histórico; con necesidades especí cas. Su pleno ejercicio representa la potenciación de un 
ser humano a través de un cuidado continuo que nalmente redunda en el ejercicio de derechos 
civiles y políticos.325

NUESTRO OBJETO DE ESTUDIO: EL DERECHO A LA VIDA DEL MIGRANTE.

Todo lo dicho hasta aquí contempla elementos discursivos enfocados hacia derechos humanos, 
más aún hacía su garantía y satisfacción para el migrante. Por un buen número de años, luego de la 
posguerra, en razón de cuestiones ideológicas que trascendían a la dinámica política internacional, 
se pensó que una cosa eran los derechos de cuño civil y político y otra, muy diferente, los derechos 
de segunda generación.326 Muestra de esto son las posiciones encontradas por parte de Estados 
Unidos (derechos civiles y políticos) y la Unión Soviética (derechos económicos y sociales) que 
culminaron en la concreción de dos Pactos separados, sobre la materia, en 1966.327 

Con independencia de que fueran utilizados como parte de la retórica para sustentar posiciones 
encontradas; su importancia ha sido mani esta no sólo como instrumentos vinculantes sino como 
símbolos del sistema universal de protección convencional. Fue Viena, en 1993, donde se disolvió 
esa diferenciación malsana rati cando la universalidad de los derechos humanos junto con su 
interdependencia e indivisibilidad, a rmadas por vez primera en Teherán, en 1968. 

No es prudente para este texto, intentar enriquecer el debate entre derechos humanos civiles y 
sociales. Esto tendría que hacerse a partir de una base discursiva (politológica, histórica) que aquí 
no es atinente; y si bien la empresa es deseable y útil, por otro lado excede los esfuerzos de estas 
sencillas líneas. Baste decir al respecto que aún actualmente subsisten perspectivas conservadoras 
que destacan la importancia de los primeros sobre los segundos, pues mientras ellos serían básicos 
e incondicionados, los segundos “con gurarían aspiraciones ideales, quizá irrealizables y, en todo 
caso, más particulares, condicionadas y subordinables, de modo que solo serían derechos como 
una forma de hablar.”328 

El peligro de lo anterior radica en que la violación, o enunciado en otros términos, la falta de 
garantía a derechos sociales, nalmente redunda en la de derechos civiles y políticos, así como en 
la del universo restante. Teniendo esto en mente, resulta curiosa la divergencia entre los discursos 
sostenidos por los países receptores de migrantes y el andamiaje internacional encargado de la 
protección a derechos humanos.  

Los primeros, a rman la necesidad de brindar libertades que en sentido estricto coinciden con 
la médula teórica de los derechos civiles, es decir esferas de acción para el individuo en las que 
el Estado no puede intervenir (vida, libertad, propiedad). Junto con lo anterior se han aperturado 
fronteras a productos, servicios y capitales, legalizados a través de ordenamientos jurídicos, que 
325  ZUÑIGA (2009): 30
326  LIBRADO HERREÑO (2008): 25.
327  A partir de la Declaración Universal del 48, la organización de Naciones Unidas solicitó la 
construcción de un solo instrumento de protección a derechos humanos cuyo carácter fuera, formalmente, 
vinculante. Sin embargo, en 1951 Estados Unidos presionó al organismo para retirar esta posición, 
proponiendo en contrapartida la realización de dos pactos separados para la protección de estos derechos. 
En esta nueva postura, los Estados Unidos fueron secundados por el resto de países occidentales, que daban 
preferencia a los derechos civiles, frente a la Unión Soviética y los países del este, que daban prioridad a los 
segundos. FERNÁNDEZ (1996): 200 a 204.
328  RUIZ MIGUEL (1994): 100.
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han provocado la juridi cación extraordinariamente rápida de patentes y propiedad intelectual 
francamente atentatorias a derechos humanos.329

Sin embargo, cuando se abordan temas transversales de mayor contenido social como la garantía 
de educación pública, salud, empleo o vivienda; el discurso se disloca. Lo mismo sucede cuando 
se plantea el relativo a la movilidad humana con todas sus implicaciones sociales (aumento de 
presupuestos, políticas migratorias integrales, de desarrollo social, pensionarias, etcétera). En este 
contexto, los objetos circulan libremente en tanto las personas no, y es que en este tema se está 
aún ante un coto reservado para el ejercicio de la soberanía estatal en sentido fuerte, siendo aquel 
que migra en virtud de la pobreza, un ser humano de segunda categoría.330

En las antípodas de lo anterior, organismos internacionales así como otros actores transnacionales 
a rman la validez sin corta pisas de los derechos humanos, bajo los principios mencionados en 
Viena y Teherán; lo que constituye el contraargumento lapidario a la discriminación del migrante 
en el territorio receptor. A partir de aquellos se construye una obligación inmediata para cualquier 
Estado de respetar, proteger y garantizar derechos humanos a todos los seres humanos en su 
jurisdicción, sin tomar en cuenta nacionalidad o estatus migratorio. 

Amén de esto, la codi cación del derecho internacional de los derechos humanos ha evolucionado 
de forma importante y especí camente en el tema migratorio se tienen innumerables testimonios 
de soft law junto con el fruto maduro de la Convención Internacional para la protección de 
todos los trabajadores migratorios y sus familiares, que sostienen un discurso centrado sobre la 
digni cación del migrante considerándolo sujeto pleno de derechos, de este modo el principio de no 
discriminación se articula conjuntamente con el de dignidad para proveer al migrante una protección 
normativa enfocada al pleno ejercicio de sus derechos humanos, sin exclusión. Cabe destacar que, 
desafortunadamente, este tratado internacional, vinculante desde luego, no ha sido rati cado por 
países receptores de ujos migratorios.

Ahora bien, ante tales consideraciones, cabe recordar que el derecho a la vida goza aún de una 
caracterización civil en el sentido anteriormente ahondado. El contenido liberal del derecho a la 
vida parte de la conservación del evento biológico como un hecho natural inviolable y protegido 
por el derecho dada su importancia trascendental, esto deviene de comprender al hombre como 
centro y fundamento del mundo, por tanto del Estado, pues con base en su consentimiento y en su 
reunión voluntaria con otros (aquí véase un elemento de contractualismo clásico) aquel surge.331 
Para lograr eso último el Estado debe abstraerse de quitarle la vida en condiciones ilegítimas.332 

Sin embargo, no es viable analizarlo a partir de una perspectiva simplista, según la cual garantizar 
la vida de millones de personas en movimiento es posible únicamente a través del silencio del 
Estado, de su inacción. Esto sería como a rmar que un enfermo no va a morir por el simple hecho 
de ignorarlo. El derecho a la vida reviste un contenido social inexcusable y ante una dinámica 
internacional como la actual, es necesario interpretarle como un conjunto de condiciones que deben 
con gurarse (entiéndase como eslabones de una cadena) para facilitar y desarrollar el evento 
biológico en términos elementales, permitiendo una vida cali cada como digna.333 Lo anterior se 

329  NACIONES UNIDAS, (1995a) y NACIONES UNIDAS (1995b).
330  SOLANES CORELLA (2002): 111.
331  RAMÍREZ ECHEVERRI (2010): 76.
332  De allí la principal diferencia de naturaleza que normalmente se reconoce entre los deberes del poder público frente a 
los derechos económicos y sociales con respecto a los que le incumben en el ámbito de los civiles y políticos. Estos últimos son 
derechos inmediatamente exigibles y frente a ellos los estados están obligados a un resultado: un orden jurídico-político que los 
respete y garantice. Los otros, en cambio son exigibles en la medida en que el Estado disponga de los recursos parar satisfacerlos, 
puesto que las obligaciones contraídas esta vez son de medio o de comportamiento, de tal manera que, para establecer que un 
gobierno ha violado tales derechos no basta con demostrar que no ha sido satisfecho, sino que el comportamiento del poder 

a la salud o al empleo no dependen de la sola privación de tales bienes como sí ocurre con el derecho a la vida o a la integridad. 
NIKKEN (1991): 200 y ss.
333  Al respecto opina la Comisión Interamericana que un estándar de responsabilidad internacional muy relevante en 
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fundamenta en un “esquema teórico basado en la idea de la reciprocidad universal”334 pues involucra 
la comunión del colectivo partiendo de la igualdad de todos sus elementos y de la solidaridad como 
valor social.

Por las ideas que anteceden, el derecho a la vida es –no en tanto hacía el individuo como mónada, 
sino más bien– re ejado al colectivo. No es la concepción de un ser único que se proyecta en 
la imagen del otro y construye ante él una diferencia, misma que articula el limite a su esfera de 
in uencia y por tanto de derechos; por el contrario, aquí se interpreta como un derecho humano a 
partir de la comprensión del otro como igual.

Para el caso concreto de análisis –el migrante– su derecho a la vida se da a partir de la interdependencia 
entre seres humanos iguales, siendo entonces la equidistancia entre dos, tres o mil individuos el 
punto de partida del respeto, dicho espacio se constituye a partir de la necesidad de la existencia 
del vecino para garantizar la propia; de ahí que resulte necesaria la protección de su vida. 

Así pues, en esta 
“concepción más social de los derechos, el derecho a la vida incluye también la pretensión de 
una serie de acciones normativas y fácticas por parte del estado que prevengan los hechos 
naturales que pueden privar de la vida, tales como las enfermedades mortales, las catástrofes 
naturales, los accidentes laborales o los accidentes de circulación […] El fundamento moral 
del derecho es asegurar el hecho de vivir (al que se atribuye un valor moral constitutivo) y el 
contenido del derecho es una pretensión de protección.”335 

Con base en lo anterior, es comprensible que la satisfacción de los derechos a la salud, educación, 
trabajo, vivienda y alimentación redunda nalmente en la protección de la vida en condiciones 
dignas. 

Estas condiciones representan el inicio de un círculo virtuoso, con él se debilita la pobreza y por 
tanto la exclusión para el migrante y concluye con la formación de seres humanos que reproducirán 
–idealmente– el esquema. Asimismo aquellos bene ciados pueden desarrollarse de forma integral, 
expandiendo sus capacidades, escogiendo entre alternativas  y proyectos diversos de vida.336 

Ello involucra el componente de igualdad en el acceso a una existencia donde la capacidad volitiva 
del sujeto se convierta en agente de cambio y no tanto las circunstancias, mismas que para el 
migrante irregular le empujan a un sufrimiento innecesario, no acorde con su condición humana. 
Para lo anterior, considerado como una labor, el Estado tiene obligaciones concretas cuya base 
podría ser ncada en el  marco del deber general de garantía que construye el Pacto de San José; 
el cual ha sido ampliamente desarrollado en la jurisprudence constante de la Corte Interamericana 
e involucra la acción del Estado como agente responsable de la garantía de todos los derechos 
humanos.

Es propicio hacer una lectura mas detallada de lo anterior, aquí no se confunde el derecho a la 
vida como la consecuencia del ejercicio y correlativa garantía de derechos sociales. Lo anterior 
no tendría congruencia y sería un ejercicio intelectivo vacuo. Este derecho representa el arranque 
del universo restante, pues “sin su ejercicio aquellos serían ilusorios”.337 Ello no supone su 
subordinación axiológica ni práctica sino por el contrario “imposibilita hablar de divisiones entre 

relación con situaciones de extrema pobreza es aquel en el que se entiende la violación del derecho a la vida por la no adopción de 
medidas positivas que le permitan a grupos en situación de vulnerabilidad la posibilidad de llevar una vida digna. Si bien es cierto 
que este estándar surge en el marco de la  atribución de responsabilidad por la muerte de personas que, incluso, algunas de ellas 
fueron ejecutadas por agentes estatales, lo cierto es que es un estándar autónomo respecto al entendimiento amplio del derecho a 
la vida. COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS (2011): 104 y ss.
334  RUIZ MIGUEL (1994): 662.
335  HIERRO (2007): 257 y 258.
336  BULA (2001): 150.  
337  LAFFERRIERE,  (2010): 20 y 21.
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derechos humanos”338 rompiendo la tesis de la separación entre derechos civiles y sociales que se 
puede traducir en la garantía de los primeros sobre los segundos. 

Así también se fractura la concepción que caracteriza este derecho como uno de invariable cuño 
civil cuya garantía sólo puede darse mediante la inacción del Estado. Bajo este nuevo esquema “se 
pone de relieve la universalidad y la primacía de un conjunto de libertades que son fundamentales 
para la vida humana y, como tal, no se hace distinción alguna entre los derechos civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales”339

El derecho a la vida es, entonces, un núcleo elemental, entendido como una base de ejercicio de 
condiciones mínimas para preservar el evento biológico que permite el desarrollo del ser humano; 
en este caso del migrante. Sin embargo, por lo que precede y a diferencia de los derechos sociales, 
regidos por el principio de progresividad, este debe darse de manera inmediata.

Con base en lo dicho hasta aquí, nuestros asertos se traducen en dos a rmaciones: primera que 
el contenido social del derecho a la vida no lo limita ni discursiva ni prácticamente a la contingencia 
(eventos meramente circunstanciales) ni al principio de progresividad; y segundo que este derecho 
para el migrante implica que, tanto en el país de expulsión como en el de llegada, las maquinarias 
estatales tienen obligación de brindarle garantía. 

Esto último deslegitima la posición de los países receptores que a rman que protegen la vida 
como derecho civil de cualquier migrante, en tanto que no pueden llevar a cabo lo anterior con los 
derechos de segunda generación, ni con los componentes sociales del derecho a la vida, por ser la 
ciudadanía la conditio sine qua non para gozarlos, dado que aún los de carácter social constituyen 
“un núcleo básico de derechos inderogables en razón de la situación migratoria que contribuyen a 
superar el concepto de ciudadanía política”.340 

Esto último… también deslegitima la posición de los países expulsores que, amparados en una 
cómoda aplicación del principio de progresividad, a rman que las obligaciones de garantía hacía 
derechos sociales sólo pueden darse en una medida escalonada y pausada; por tanto evaden 
responsabilidad al decir que si bien la migración irregular se debe en gran medida a necesidades 
económicas y sociales insatisfechas, el Estado no tiene capacidad su ciente para solventarlas 
inmediatamente, por tanto sólo puede continuar en su intento de satisfacerlas en la medida adecuada 
al contexto en que desarrolla sus funciones.

Así, este derecho se mani esta, como se mencionó apenas “en el principio de la solidaridad, en 
el sentido del deber de contribuir al bienestar general de los miembros de la sociedad”.341Este 
deber, amén de pertenecer al colectivo, adquiere carta de naturalización en la responsabilidad 
del Estado, por lo que él deberá proveer todas las medidas positivas atinentes a garantizarlo 
para dar “cumplimiento a los derechos humanos que lleven a las personas a vivir con una calidad 
adecuada en todos los aspectos, cubriendo satisfactoriamente sus necesidades”,342 se reitera, con 
independencia de su status migratorio.

GARANTÍA DEL DERECHO A LA VIDA DEL MIGRANTE.

En qué consistiría su garantía para un migrante  Iniciemos por un criterio jurisprudencial regalado 
por la Corte Interamericana en la Sentencia del Caso Villagrán Morales contra Guatemala, donde 
condensa lo que se ha dicho a lo largo de las líneas anteriores:

El derecho fundamental a la vida comprende, no sólo el derecho de todo ser humano de no 
ser privado de la vida arbitrariamente, sino también el derecho a que no se le impida el acceso 

338  CENEDESI, (2005): 109.
339  INSTITUTO INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS (2011): 18 a 25.
340  SEPTIMA CONFERENCIA SUDAMERICANA SOBRE MIGRACIONES (2007): 12.
341  AGUILAR CAVALLO (2008): 599.
342  HERNÁNDEZ Y MÁRDERO (2008): 1.
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a las condiciones que le garanticen una existencia digna. Los Estados tienen la obligación de 
garantizar la creación de las condiciones que se requieran para que no se produzcan violaciones 
de ese derecho básico343.

Lo anterior, primeramente, pone de relieve la “visión que conceptualiza el derecho a la vida como 
perteneciente al mismo tiempo al dominio de los derechos económicos, sociales y culturales”344; 
segundo, que es justamente la dignidad345 el eje de la transformación conceptual de este 
derecho en un esquema más complejo y rico en contenido para el migrante. Es decir, “concreta 
la interdependencia entre los derechos y permite la lectura de derechos civiles básicos, como el 
derecho a la vida, en términos de los derechos sociales básicos”346

En seguida nos muestra el cascarón de la obligación internacional de garantía para cualquier 
Estado, y permite observar que, para nuestro caso concreto, ella consiste en que el Estado lleve a 
cabo todas las medidas necesarias en pos del ejercicio integral del derecho a la vida sin que media 
para ello un status migratorio especí co.347 Esto se conjuga muy bien con lo dicho por el Comité 
de Derechos Económicos Sociales y Culturales respecto a que en materia de derechos sociales 
existe una obligación inmediata para el Estado de garantizar un mínimum core (núcleo mínimo) 
de condiciones para que los derechos contenidos en instrumentos internacionales sean efectivos 
(principio del effet útil) inmediatamente. Justo lo que precede se relaciona con lo dicho hace algunas 
líneas respecto a que el derecho a la vida se compone del ejercicio de condiciones mínimas.

A esto podríamos sumar que como se destacó en las Declaraciones de Asunción (1997) y de 
Panamá (1998) –importantes testimonios multilaterales a nivel regional en temas migratorios– la 
responsabilidad de los Estados –tanto de origen como de destino de los migrantes– debe ser 
también en cuanto a fortalecer la cooperación en materia migratoria, con el ánimo de adoptar o 
continuar adoptando de común acuerdo medidas tendentes a asegurarles el pleno ejercicio de sus 
derechos humanos, así como su bienestar social y económico. 

Visto lo anterior es posible observar que la garantía del derecho a la vida para el migrante consiste 
en que tanto el Estado receptor como el expulsor tomen medidas mínimas efectivas a través de 
las cuales se construyan las condiciones para que se haga real el ejercicio de derechos sociales 
básicos. 

Ante tal panorama, siguiendo con nuestro discurso y tomando como marco enunciativo el artículo 
25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y lo conducente de las Directrices de 
Maastricht, es visible que un nivel adecuado de vida engloba como condiciones de garantía: salud, 
alimentación, vivienda, asistencia médica y las formas más básicas de enseñanza.348

Lo anterior, no puede ser negado aun cuando se intente deformar el principio de progresividad, 
ligándolo a la nacionalidad y a la ciudadanía como premisas para el goce de derechos; tratando 
de a rmar que si bien el migrante tiene un derecho humano a la vida este no involucra elementos 
sociales y que, en todo caso, si los involucrara, no pueden ser satisfechos de forma total e inmediata, 
mucho menos cuando su status es irregular.349  Ello no es dable, en virtud de que esas condiciones 
de garantía, como derechos humanos tienen un núcleo mínimo inexcusable de ejercicio.

Así se abre un panorama esclarecedor en el sentido de que el contenido social del derecho a la 
vida del migrante debe ser garantizado sin reparo, en su mínima expresión. Ella se conforma con el 

343  CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS (1999): párr. 144.
344  CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Voto razonado Juez Cancado Trindade 
(1999): párr. 144.
345  CENEDESI, (2005): 161.
346  PARRA (2009): 86.
347  OBSERVACIÓN GENERAL Nº 6 (1982).
348  DIRECTRICES DE MAASTRICHT (2000).
349  OBSERVACIÓN GENERAL 3 (1981).
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núcleo mínimo dado para la garantía de los anteriores. Los Estados no tienen pretexto para dejar de 
cumplir sus obligaciones en este sentido. De mano del Comité de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales cuales son estos nuevos elementos útiles en la continuación de nuestro discurso.

Para el derecho a la alimentación350 opina que todas las personas con independencia de su status 
migratorio deben alcanzar su ejercicio. Para tales efectos el Estado deberá proveer: disponibilidad 
de alimentos (cantidad su ciente), accesibilidad –que podrá ser económica y física– traducida 
en la adquisición satisfactoria de los alimentos esenciales, su cientes, inocuos y nutritivamente 
adecuados para proteger a cualquiera contra el hambre. Aunado a lo anterior los Estados tienen la 
obligación de realizar (hacer efectivo) ese derecho directamente cuando un individuo o un grupo 
sea incapaz por razones que escapen a su control (en este caso la irregularidad de su status, la 
xenofobia, o la pobreza) de disfrutar el derecho a una alimentación adecuada por los medios a su 
alcance.

En materia del derecho a la vivienda351, el Comité a rma que éste gira en torno al principio de 
no discriminación. Ello se traduce en que sus sujetos –toda la especie humana– deben tener un 
lugar para vivir en seguridad, paz y con dignidad. En este sentido los elementos mínimos que lo 
conforman son la seguridad legal en su tenencia, enfocada a las garantías legales para hacerlo 
exigible y defendible, accesibilidad física de viviendas y lugares dignos para su asentamiento y 
asequibilidad en su adquisición o habitación. El estado debe brindar debida prioridad a los grupos 
sociales que vivan en condiciones desfavorables permitiendo que los elementos anteriores sean de 
fácil acceso para ellos. 

El derecho a la salud,352 considerado como un epítome de la interdependencia entre derechos 
humanos, según el Comité, no se encuentra limitado a evitar enfermedades o a curarlas sino que 
abarca una amplia gama de factores socioeconómicos que promueven las condiciones merced a 
las cuales las personas pueden llevar una vida sana, lo anterior debe hacerse extensivo a todas 
las personas sin posible exclusión. Para lograr su efectivo ejercicio, el Comité a rma que el Estado 
deberá proveer disponibilidad de establecimientos, bienes y servicios públicos de salud y centros 
de atención de la salud, así como de programas para garantizar el derecho; accesibilidad, re ejada 
en que todas las personas puedan gozar de los anteriores, sin discriminación alguna y de forma 
sencilla; súmese a ello la aceptabilidad, ligada al respeto de derechos culturales y calidad. Traducida 
en que además de aceptables desde el punto de vista cultural, los establecimientos, bienes y 
servicios de salud deberán ser también apropiados desde el punto de vista cientí co y médico.

El derecho a la educación.353 Será satisfecho en sus componentes mínimos cuando el Estado 
provea disponibilidad es decir que existan instituciones y programas de enseñanza en cantidad 
su ciente en el ámbito del Estado Parte, accesibilidad las instituciones y los programas de enseñanza 
han de ser accesibles a todos, sin discriminación, en el ámbito del Estado Parte; aceptabilidad 
vista como que los programas de estudio y los métodos pedagógicos, han de ser pertinentes, 
adecuados culturalmente y de buena calidad; y  adaptabilidad lo que signi ca en que los programas 
e instituciones tengan la exibilidad necesaria para adaptarse a las necesidades de sociedades 
y  comunidades en transformación y responder a las necesidades de los alumnos en contextos 
culturales y sociales variados.

Con base en lo anterior resulta viable pensar que la garantía de los derechos humanos enunciados 
gira sobre el eje de los principios de no discriminación y de dignidad para articular el cumplimiento 
de obligaciones estatales y por tanto de su ejercicio; y seguidamente, que la disponibilidad y la 
accesibilidad son los componentes mínimos reiterados en todos ellos. Justamente estos últimos se 
traducen en dos momentos distintos para la garantía del derecho a la vida, a partir, nuevamente 
de los mínimos. Es decir, primero mediante la provisión material y segundo, facilitando el ejercicio.
350  OBSERVACIÓN GENERAL 12 (1999): párrs 15.
351  OBSERVACIÓN GENERAL 4 (1991): párrs 6, 7 y 11.
352  OBSERVACIÓN GENERAL 14, (2000) párr. 8
353  OBSERVACIÓN GENERAL 13 (1999): párr. 12 y 13.
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Lo último, con una lectura más detallada, permite la concepción de un Estado activo, enfocado a 
la garantía de derechos basada sobre los principios en mención. Esto trae implicaciones para el 
migrante, especí camente, se a rma que su derecho a la vida comprende como elementos mínimos 
necesarios la disponibilidad y accesibilidad en las condiciones de garantía (vivienda, alimentos, 
salud y educación) para que pueda sobrevivir dignamente. 

En ese tenor, el derecho a la vida del migrante, con un contenido social, comprende la cura de la 
pobreza para evitar la partida y, en su defecto, iniciado el movimiento, la garantía de condiciones 
para el ejercicio íntegro de ese derecho en el suelo del Estado receptor. En cualquier caso, bajo 
esta visión, se requiere la adopción de medidas integrales centradas en él como sujeto y no como 
objeto, enfocadas a cada contexto y orientadas a mejorar la capacidad de los gobiernos y las 
personas para disfrutar de una existencia plena. 

Por cuanto hace al país expulsor, nuestro discurso se traduce con el hecho de eliminar la pobreza, 

354 promover la igualdad y superar fallas estructurales evitando así el movimiento forzado por 
necesidades económicas o sociales355. Esto es sumamente complejo para implementarse y requiere 
de un entramado amplio y bien articulado entre el Estado, la sociedad civil y demás actores sociales 
involucrados en la concreción e implementación de políticas públicas tanto en materia de desarrollo 
social, como migratorias enfocadas a la protección del ser humano antes que a la conservación de 
las fronteras. 

En este sentido, el Estado expulsor debe tener claro que le corresponde la obligación primaria 
de garantizarle al migrante en potencia un derecho a la vida concebido integralmente, pues de lo 
contrario, le empuja a salir en condiciones de suma vulnerabilidad poniendo en peligro su existencia; 
pero no sólo por la posibilidad de morir al cruzar las fronteras como fruto de una arbitrariedad estatal 
–según la visión clásica del derecho– sino por el surgimiento y expansión de condiciones que no 
le permiten “desarrollar su vida económica y social sin necesidad de trasladarse a otra parte para 
mantener una sobrevivencia digna”356. 

En tal sentido su garantía requiere una actividad renovada y bien plani cada por parte del Estado de 
origen que no sólo quede en intentos cortoplacistas enfocados a disminuir los ujos cuantitivamente; 
de hecho su baja no es necesario correlato del aumento en el nivel de vida de migrantes en potencia. 
La mejoría de la vida de esta población requiere medidas que tengan como primer objetivo proveer 
igualdad en el acceso a las condiciones mínimas alegadas. El Estado expulsor tampoco puede 
perder de vista que la cooperación internacional es vital para lograr lo anterior, ello se traduce en 
lograr gobernanza migratoria imbricando asuntos domésticos con internacionales disminuyendo 
asimetrías entre Estados y entre su elemento mas esencial, el ser humano. Así, la actividad estatal 
realmente tiene un impacto positivo en la vida de las personas.

Por cuanto hace al país receptor el derecho a la vida del migrante requiere de un compromiso real 
a través de medidas que le permitan sobrevivir dignamente dentro de la sociedad receptora, sin 
sufrir discriminación en su ejercicio, independientemente de su status migratorio. Es decir, su deber 
no acaba con salvaguardar su vida ni su integridad física al momento de cruzar las fronteras, ser 
deportado o durante su proceso de remoción; esta visión es limitadísima y ligada con la concepción 
del derecho a la vida que es civil a ultranza; por el contrario como se ha abonado a lo largo de estas 
líneas, involucra un compromiso real para garantizar la continuidad en el ejercicio de derechos 
humanos, dentro de su territorio, por lo menos en sus componentes mínimos de acceso y de 
disponibilidad.

Esto no requiere un aumento sustancial en el gasto social ni el sacri cio de su población, ambas 
hipótesis usadas para sustentar la retórica de los Estados que castigan la migración irregular 
aún cuando la requieren para satisfacer su demanda de mano de obra. Por el contrario, sólo se 

354  MÁRMORA (1990): 20 y 21; y CASTILLO (1994) 
355  CENEDESI, (2005): 109.
356  MÁRMORA (1990): 22 y 23. 
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necesita voluntad política y congruencia jurídica, la primera para evitar en el discurso la xenofobia 
y la ponderación de la ciudadanía como llave para el acceso a derechos sociales; y también para 
comprender que el derecho a la vida tiene componentes sociales innegables que lo hacen integral y 
que por tanto la a rmación de que lo garantizan al migrante cuando no siegan su existencia durante 
su ingreso o salida, es del todo falsa. 

Por el contrario, si realmente desean garantizar el derecho a la vida del migrante se requieren 
medidas positivas. He ahí que la congruencia jurídica sea necesaria para corregir el discurso 
xenófobo con base en el internacional y garantista, esta medida (desde ya positiva) es baja en 
costo y consecuentemente efectiva en grado sumo para tal n “como marco de orientación para la 
de nición de las políticas públicas en general, y las políticas migratorias en particular”.357

CONCLUSIONES.

Nadie puede plantear alguna duda medianamente razonable en torno a la vulnerabilidad del migrante 
irregular. Este análisis no se planteó como objetivo ponerla en evidencia aunque, ciertamente, 
tomando en cuenta las condiciones de los ujos migratorios actuales, el presente discurso se 
compuso en gran medida sobre ella como elemento de un estado de cosas que afecta el desarrollo 
diario de su vida. Pero más aún, se a rmó que la garantía de su derecho a la vida puede disminuirla. 
El carácter forzoso de las migraciones disminuye –si no es que clausura– las posibilidades de 
ejercer todos los derechos, tanto los de primera como de segunda generación pero también los que 
más recientemente se han denominado de tercera generación.358 O dicho en términos más tajantes, 
todos los derechos humanos, así de sencillo.

Los derechos humanos son un tema que se encuentra en la cresta de la ola. Es decir su algidez 
como parte de la agenda pública no sólo se debe a una cuestión meramente generacional que 
pueda cambiar al paso del tiempo; sino a una necesidad real: la protección de la persona. En este 
caso, el migrante.

Esa fue justamente la razón del presente análisis. Tomando lo anterior como base fue posible esbozar 
un derecho a la vida cuyo contenido constituye una esfera de protección integral para el migrante 
dado que se considera que la garantía de este derecho no se da únicamente evitando la muerte 
sino haciendo que el evento biológico se desarrolle integralmente para todos los seres humanos. 
Esta universalidad es toral para nuestro discurso dado que el migrante goza de este derecho 
humano con independencia de su status civitatis, así sus componentes sociales le corresponden 
aun cuando se intenta ver en los países receptores que los derechos sociales únicamente son para 
sus ciudadanos o residentes “legales”.

Aunado a ello la universalidad nos ha permitido observar que no es posible la exclusión del ser 
humano, especí camente del migrante, en el goce de sus derechos. Lo que precede permite la 
entrada en juego  del principio de no discriminación que ha conformado, junto con el de dignidad, un 
medio para articular el derecho a la vida del migrante a partir de condiciones de garantía especí cas. 
Primeramente como un derecho para todos –se reitera, aun con sus componentes sociales–  que 
debe darse inmediatamente para proveer la supervivencia en sus componentes mínimos.

Con base en lo que precede, resulta que la accesibilidad y disponibilidad en la salud, educación, 
alimentos y vivienda, como componentes mínimos nos hablan de un derecho humano a la vida 
realizable únicamente a través de acciones positivas, articuladas  mediante políticas públicas y 
normas jurídicas que hagan la vida del migrante sea digna.

La fundamentabilidad de la frase anterior, es en sí la de todo este esfuerzo analítico. El migrante 
merece una oportunidad de desarrollo real ué es más elemental en este sentido que una vida 

357  QUILOANGO (2011): 96 y 97.
358 CASTILLO (2010): 210.

Imanol de la Flor



109

digna  Las palabras aquí vertidas, que únicamente abrevan de lo ya vertido por organismos 
internacionales y teóricos tienen el genuino y humilde objetivo de abonar el terreno que permita la 
comprensión de la igualdad como base en el ejercicio de derechos humanos; no sólo sociales, sino 
de todos en general. 

La concepción del Estado fuerte que vulnera derechos humanos como parte de su coto reservado 
(razón de Estado, conservación del orden público, necesidad extrema) no puede ser en tanto 
se de sobre la vulneración de seres humanos excluidos por no poseer un estatus especí co; ni 
tampoco puede darse por a rmar una interpretación errónea del principio de progresividad. De ahí 
que se considere que la idea de que el derecho a la vida es un derecho mínimo, no sólo por sus 
componentes elementales –que, aclaro, no le reducen a una expresión exangüe de la protección a 
la persona– sino por su esencialidad. En estos términos, no hay pretexto, ni salida posible para el 
Estado, el migrante merece la oportunidad de una vida digna de ser vivida.
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